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S E N T E N C I A Nº 000017/2022  
 
 

En Castellón, a 20 de enero de 2022 
 

Vistos por , Magistrada-Juez 
Titular del Juzgado de Primera Instancia número 2 de Castellón, los autos del Juicio 
Ordinario n º 923/2021 seguidos a instancia de , representada por el 
Procurador , contra XFERA MOVILES, S.A.U. (YOIGO), 
representada por el Procurador , con intervención de Ministerio 
Fiscal, ha dictado esta sentencia, con base en los siguientes 

 
 
 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 
 

PRIMERO.- Por el Procurador , en la representación 

indicada, se presentó en fecha 25/05/2021 demanda de Juicio Ordinario, contra XFERA 
MOVILES, S.A.U. (YOIGO), la que fue repartida a este Juzgado, y en la cual solicitaba, 
previa alegación de los hechos y fundamentos de derecho que estimó pertinentes y que se 
dan por reproducidos, se dictase sentencia por la que se declarase que la demandada ha 
cometido una intromisión ilegítima en el honor del demandante al mantener sus datos 
indebidamente registrados en el fichero de morosos ASNEF, condenándolo a estar y pasar 
por ello, y condenando a la demandada al pago de la cantidad de 4.500 euros al demandante 
en concepto de indemnización por daños morales por vulneración de su derecho al honor, o 
subsidiariamente la cuantía que SSª estime pertinente atendiendo a las circunstancias del 
caso, se condene a la demandada a hacer los tramites necesarios para la exclusión de los 
datos del demandante del fichero ASNEF, más los intereses legales y las costas, habiendo 
sido repartida a este Juzgado dicha demanda en fecha 26/05/2021, dando lugar a los 
presentes Autos. 

 

SEGUNDO.- La demanda fue admitida a trámite mediante decreto de 9 de junio de 
2021, en que se acordó dar traslado de la demanda y documentos de la misma a la 
demandada y al Ministerio Fiscal, y emplazarles para que en el plazo de veinte días 
comparecieran y contestaran la demanda, lo que efectuó la demandada mediante escrito de 
fecha 19 de julio de 2021, en el que se oponía a la demanda, solicitando su desestimación. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 

  

  
 



 
 

Por su parte, el Ministerio Fiscal contestó a la demanda por escrito de fecha 28 de 
junio de 2021. 

 

TERCERO.- Se convocó a las partes a la audiencia previa legalmente prevista, en 
fecha 13 de octubre de 2021, a la que asistieron ambas partes legalmente representadas, y el 
Ministerio Fiscal, y en el curso de la cual, ratificándose en su demanda la actora, se opuso la 
demandada, y ambos y el fiscal, propusieron la prueba que tuvieron por conveniente, 
proponiéndose y admitiéndose prueba documental, consistente en oficios a diversas 
entidades. Practicada en el mismo acto la prueba admitida que pudo cumplimentarse, y tras 
la recepción de los oficios, se dio traslado a las partes para que formularan sus conclusiones 
por escrito, por diligencia de ordenación de 3/12/2021, habiendo presentado escritos las 
partes en fechas 21 y 22 de diciembre de 2021, respectivamente, y el Ministerio Fiscal, en 
fecha 11 de enero de 2022, tras lo cual, por diligencia de ordenación de 17/01/2022, 
quedaron las actuaciones conclusas para sentencia, sin más trámite, habiéndose registrado la 
vista en soporte apto para la grabación y reproducción del sonido y de la imagen, conforme a 
lo dispuesto en el artículo 187 de la Ley de Enjuiciamiento Civil de 7 de enero de 2000, y 
habiéndose observado el resto de prescripciones legales en la tramitación de este Juicio. 

 
 
 

1FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 

PRIMERO.- Se ejercitan en este proceso por el actor, una acción de tutela del 
derecho al honor y de los datos de carácter personal por la inclusión indebida de los mismos 
en ficheros para enjuiciar la insolvencia patrimonial frente a la demandada XFERA 
MOVILES, S.A.U., y ello sobre la base de que, a finales de 2020, al serle denegada la 
contratación de una hipoteca tanto en la entidad como , le concretan 
que el motivo era la inclusión de sus datos en un fichero de solvencia patrimonial, de lo que 
nunca había sido informado. Así, tras contratar los servicios de la empresa especializada 
WOINFI LEGAL, constata que se encuentra inscrito en ASNEF por la demandada desde el 
16 de septiembre de 2019, por importe de 393,45 euros, siendo así que nunca le habían 
notificado con anterioridad que sus datos fueran a ser incluidos en ficheros de solvencia. Que 
es cierto que el actor había sido cliente de la entidad demandada, pero tras una mejor oferta 
de otra compañía, realizó el cambio en un proceso que recuerda como normal. Que nadie 
preavisó de manera fehaciente al actor de la inclusión en los ficheros. Que desconocía la 
existencia de la deuda pues nunca la demandada le reclamó cantidad alguna de dinero. Que 
con dicha inclusión se le han causado unos daños y perjuicios, que valora en 4.500 euros, 
que se reclama en concepto de indemnización, o subsidiariamente la cantidad que fije SSª, 
interesando la estimación de la demanda. 

 

La demandada se opone a la pretensión ejercitada en la demanda, interesando 
su desestimación y ello sobre la base de que la inclusión en el registro referido fue 
consecuencia del impago por parte del actor de los productos contratados, que sabía que en 
caso de impago sus datos personales podían ser comunicados a los registros de 
incumplimiento de obligaciones dinerarias, pues así consta en el contrato que firmó con la 
demandada y se le recordó en las comunicaciones y requerimientos de pago que se le 

 
 
 
 
 
 
 
 

  



 
 

hicieron, por lo que no ha existido vulneración al honor. Que el actor firmó un contrato de 
telefonía móvil el 26 de febrero de 2019, nº de contrato , con una permanencia de 24 
meses, sin embargo, en fecha 2 de julio de 2019 dio por finalizado el contrato mediante 
solicitud de portabilidad con otro operador, que el incumplimiento del compromiso de 
permanencia conllevaba la necesidad de abonar el descuento de 300 euros realizado. Que 
existía una deuda cierta, liquida, vencida y exigible, como consecuencia del impago de 
varias facturas, así como la parte proporcional del descuento y las cuotas pendientes de pago 
de su terminal, ascendiendo la deuda a 393,45 euros. Que sí fue requerido de pago, que 
conocía el origen de la deuda, alegando subsidiariamente que el requerimiento de pago no es 
un requisito necesario para comunicar deudas a los registros de incumplimiento de 
obligaciones dinerarias, no habiendo constituido una intromisión ilegitima en el derecho al 
honor del demandante, oponiéndose a la indemnización reclamada, al no constar que se le 
haya ocasionado ningún perjuicio, interesando por ello la desestimación de la demanda. 

 

SEGUNDO.- De acuerdo con lo previsto en el artículo 217 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil corresponde al actor la carga de probar la certeza de los hechos de los 
que ordinariamente se desprende, según las normas jurídicas aplicables a ellos el efecto 
jurídico correspondiente a las pretensiones de la demanda. Incumbiendo al demandado la 
carga de probar los hechos que conforme a las normas que les sean aplicables, extingan o 
enerven la eficacia jurídica de los hechos expuestos en la demanda. 

 

La STS del Pleno de la Sala Civil, núm. 284/2009, de 24 de abril, sienta como 
doctrina jurisprudencial que el derecho fundamental vulnerado en los casos de publicación 
de datos personales en registros de morosos es el derecho al honor porque existe una 
valoración social negativa de las personas incluidas en estos registros y porque la imputación 
de ser "moroso" lesiona la dignidad de la persona, menoscaba su fama y afecta a su propia 
estimación. Así, la sentencia subraya que para que tal vulneración se produzca es 
intrascendente el que el registro haya sido o no consultado por terceras personas. 

 

A su vez la STS de 27 de septiembre de 2019 recuerda que es doctrina de la 
sala que la deuda debe ser, además de vencida y exigible, cierta, esto es, inequívoca e 
indudable, por lo que no cabe en estos registros deudas inciertas, dudosas, no pacíficas o 
sometidas a litigio (sentencia n.º 245/2019, de 25 de abril). Esta doctrina se matiza o se 
modula en el sentido de que no cabe cualquier oposición al pago de una deuda para 
calificarla de incierta o dudosa, pues de ser así la certeza y exigibilidad de la deuda quedaría 
al exclusivo arbitrio del deudor. De ahí, que se haya de estar a las circunstancias del supuesto 
de hecho que se enjuician. 

 

La STS de 1 de marzo de 2016 recopila la jurisprudencia sobre vulneración 
del derecho al honor como consecuencia de la inclusión de datos personales en los ficheros 
sobre solvencia patrimonial sin respetar las exigencias derivadas de la normativa de 
protección de datos personales, con cita de las sentencias 660/2004, de 5 de julio, 284/2009, 
de 24 de abril , 226/2012, de 9 de abril, 13/2013, de 29 de enero, 176/2013, de 6 de marzo, 
12/2014, de 22 de enero, 28/2014, de 29 de enero, 267/2014, de 21 de mayo, 307/2014, de 4 
de junio, 312/2014, de 5 de junio, 671/2014, de 19 de noviembre, 672/2014, de 19 de 
noviembre, 692/2014, de 3 de diciembre, 696/2014, de 4 de diciembre, 65/2015, de 12 de 
mayo, 81/2015, de 18 de febrero, 452/2015 y 453/2015, ambas de 16 de julio, y 740/2015, 

 
 
 
 
 
 
 
 

  



 
 

de 22 de diciembre. Y destaca como uno de los ejes fundamentales de la regulación del 
tratamiento automatizado de datos personales el que ha venido en llamarse " principio de 
calidad de los datos": "Los datos deben ser exactos, adecuados, pertinentes y 
proporcionados a los fines para los que han sido recogidos y tratados. El artículo 4 LOPD, 
desarrollando las normas del Convenio núm. 108 del Consejo de Europa y la Directiva 
1995/46/CE, de 24 octubre, del Parlamento Europeo y del Consejo de la Unión Europea, de 
protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a 
la libre circulación de estos datos, exige que los datos personales recogidos para su 
tratamiento sean adecuados, pertinentes y no excesivos en relación con el ámbito y las 
finalidades determinadas, explícitas y legítimas para las que se hayan obtenido, exactos y 
puestos al día de forma que respondan con veracidad a la situación actual del afectado, y 
prohíbe que sean usados para finalidades incompatibles con aquellas para las que los datos 
hubieran sido recogidos." El art. 29.4 LOPD establece, refiriéndose propiamente a los 
registros de morosos, que «sólo se podrán registrar y ceder los datos de carácter personal 
que sean determinantes para enjuiciar la solvencia económica de los interesados y que no 
se refieran, cuando sean adversos, a más de seis años, siempre que respondan con 
veracidad a la situación actual de aquéllos». Los datos que se incluyan en estos registros de 
morosos han de ser ciertos y exactos. Pero no basta con el cumplimiento de esos requisitos 
para satisfacer las exigencias del principio de calidad de los datos en este tipo de registros. 
Hay datos que pueden ser ciertos y exactos sin ser por ello pertinentes, pues no son 
determinantes para enjuiciar la solvencia económica de los interesados. 

 

Ha declarado también la Sala Primera del TS que la existencia de intromisión 
ilegítima en el derecho al honor por la inclusión de datos personales en un registro de 
morosos ha de apreciarse teniendo en cuenta, para valorar si se respetaron los principios de 
proporcionalidad y pertinencia, los datos existentes cuando los hechos ocurrieron. Asimismo, 
ha de tomarse en cuenta la posible falta de diligencia del afectado a la hora de desmentir la 
apariencia razonable de morosidad que datos personales comunicados a un registro de 
morosos, en línea con lo declarado por esta Sala en sus sentencias 13/2013, de 29 de enero, 
176/2013, de 6 de marzo, y 672/2014, de 19 de noviembre. 

 

La jurisprudencia (SSTS núm. 13/2013, de 29 de enero, 672/2014, de 19 de 
noviembre, y 740/2015, de 22 de diciembre), ha realizado algunas consideraciones generales 
sobre esta cuestión, al declarar que la LOPD descansa en principios de prudencia, 
ponderación y sobre todo, de veracidad, de modo que los datos objeto de tratamiento deben 
ser auténticos, exactos, veraces y deben estar siempre actualizados, y por ello el interesado 
tiene derecho a ser informado de los mismos y a obtener la oportuna rectificación o 
cancelación en caso de error o inexactitud, y en cuanto a obligaciones dinerarias se refiere, la 
deuda debe ser además de vencida y exigible, cierta, es decir, inequívoca, indudable, siendo 
necesario además el previo requerimiento de pago; por tanto no cabe inclusión de deudas 
inciertas, dudosas, no pacíficas o sometidas a litigio, bastando para ello que aparezca un 
principio de prueba documental que contradiga su existencia o certeza. 

Sobre los requisitos de la inclusión de datos de deudores morosos en un 
fichero de morosos y las consecuencias que la inclusión indebida en tal fichero tiene en 
orden a considerar la inclusión indebida como una intromisión ilegítima del derecho 
fundamental al honor del art. 18 de la Constitución existe copiosa jurisprudencia que puede 
estimarse compendiada en la Sentencia 174/2018, de 23 de marzo de la Sala Civil del 

 
 
 
 
 
 
 
 

  



 
 

Tribunal Supremo, y en la cual se establece como doctrina que el tratamiento automatizado 
de datos personales y su inclusión en ficheros o registros informáticos debe responder 
conforme a la Ley de Protección de Datos de Carácter Personal (LOPD) a los principios de 
prudencia, ponderación y veracidad, y en especial al llamado "principio de calidad de los 
datos" que exige que éstos sean veraces y exactos, estén siempre actualizados, y que su 
inclusión sea adecuada, pertinente y proporcionada con la finalidad para la cual han sido 
recogidos y tratados, debiendo quedar prohibido que sean utilizados con finalidades 
incompatibles con aquellas para los cuales los datos fueron recogidos, y que aplicados tales 
principios a los llamados ficheros o registros de morosos que recogen datos personales 
relativos al incumplimiento por el deudor de obligaciones dinerarias facilitados por el 
acreedor o quien actúe por su cuenta e interés, hace preciso que sólo se registren o incluyan, 
conforme lo prevenido en el art. 29-4 de la LOPD datos que sean relevantes para enjuiciar la 
solvencia económica del deudor y no se refieran, cuando sean adversos, a más de seis años, y 
respondan con veracidad a la situación actual de aquéllos, señalando los arts. 38 y 39 del 
Real Decreto 1.720/2007, de 21 de diciembre por el que se desarrolla el precepto susodicho 
de la LOPD, que la inclusión de datos en tales ficheros precisa la existencia previa de una 
deuda cierta, vencida y exigible que no ha sido pagada, que el deudor haya sido requerido 
para su pago con la advertencia expresa que en el caso de no atender al pago sus datos serán 
incluidos en un fichero o registro de morosos. Asimismo entiende nuestro Alto Tribunal, que 
el principio de calidad de datos exige que tales datos sean determinantes para enjuiciar la 
solvencia patrimonial del deudor, entendida ésta como la imposibilidad o negativa infundada 
a pagar la deuda, y que por ello para la inclusión de los datos personales del deudor moroso 
no basta con que exista una deuda exigible, vencida e impagada que ha sido previamente 
reclamada, sin que es preciso que tal deuda sea cierta, inequívoca y no controvertida, pues si 
la deuda ha sido cuestionada por el deudor, quien alega que no es debida, su impago no 
determina una situación de insolvencia sino a una negativa justificada a su pago por 
considerarla no debida, y que la deuda debe considerase controvertida no sólo en los casos 
en que concurra una procedimiento judicial, administrativo o arbitral sobre su existencia, 
exigibilidad o importe, sino en aquellos casos en que el deudor se haya opuesto de formar 
justificada a su pago, aportando un principio de prueba que cuestiona su existencia o certeza, 
pues en definitiva el deudor que legítimamente se opone al pago por considerar que la deuda 
no es debida no puede considerase insolvente, y ello incluso en el supuesto que finamente los 
motivos de oposición esgrimidos por el deudor se demuestren no ajustados a Derecho. 

En definitiva, para que los datos personales de una persona sean incluidos o 
registrados en un fichero o registro de morosos es preciso que se cumplan estos tres 
requisitos: 1º) Que exista una deuda cierta, exigible y vencida que no ha sido pagada a su 
vencimiento; 2º) Que con posterioridad a su vencimiento e impago se haya reclamado al 
deudor su pago concediéndole un nuevo plazo razonable para ello y se le advierta de forma 
expresa que en caso de impago sus datos personales podrán ser incluidos en el 
correspondiente fichero o registro de morosos; 3º) Que la deuda sea pacífica y no 
controvertida, requisito que no concurre cuando existe un procedimiento judicial, 
administrativo o arbitral en el que se discute su existencia, exigibilidad o importe, y también 
cuando el deudor se haya opuesto de modo justificado a su pago, alegando motivos 
razonables para ello o aportando un principio de pago que cuestione el carácter debido de la 
deuda. 

Finalmente, el artículo 40 de dicha norma se refiere a la notificación de la 
inclusión, disponiendo que el "1. El responsable del fichero común deberá notificar a los 

 
 
 
 
 
 
 
 

  



 
 

interesados respecto de los que hayan registrado datos de carácter personal, en el plazo de 
treinta días desde dicho registro, una referencia de los que hubiesen sido incluidos, 
informándole asimismo de la posibilidad de ejercitar sus derechos de acceso, rectificación, 
cancelación y oposición, en los términos establecidos por la Ley Orgánica 15/1999, de 13 
de diciembre. 2. Se efectuará una notificación por cada deuda concreta y determinada con 
independencia de que ésta se tenga con el mismo o con distintos acreedores. 3. La 
notificación deberá efectuarse a través de un medio fiable, auditable e independiente de la 
entidad notificante, que la permita acreditar la efectiva realización de los envíos. 4. En todo 
caso, será necesario que el responsable del fichero pueda conocer si la notificación ha sido 
objeto de devolución por cualquier causa, en cuyo caso no podrá proceder al tratamiento de 
los datos referidos a ese interesado. No se entenderán suficientes para que no se pueda 
proceder al tratamiento de los datos referidos a un interesado las devoluciones en las que el 
destinatario haya rehusado recibir el envío. 5. Si la notificación de inclusión fuera devuelta, 
el responsable del fichero común comprobará con la entidad acreedora que la dirección 
utilizada para efectuar esta notificación se corresponde con la contractualmente pactada 
con el cliente a efectos de comunicaciones y no procederá al tratamiento de los datos si la 
mencionada entidad no confirma la exactitud de este dato". 

 

TERCERO.- En el presente caso debemos atender a la prueba documental aportada 
así como al interrogatorio de la demandante, y ello al objeto de determinar si efectivamente 
se ha producido una intromisión ilegitima en el honor del actor, que le haga merecedor de la 
indemnización reclamada. 

 

Del documento 1 aportado con la demanda se desprende que efectivamente el actor 
fue incluido en el fichero ASNEF en fecha 16/09/2019, en virtud de una deuda impagada por 
importe de 393,45 euros, cuya fecha de primer y ultimo vencimiento impagado figura el 
4/06/2019. 

Consta asimismo acreditado del oficio remitido por la entidad EQUIFAX de 15 de 
noviembre de 2021, que se han efectuado un total de figurando un total de 50 consultas 
realizadas entre el 16/09/2019 y el 9/11/2021, por las entidades  

       
. 

 

De la documentación aportada por la demandada podemos concluir que ha quedado 
acreditado que la deuda reclamada, que determinó la inclusión en el fichero de morosos, era 
cierta, líquida, vencida y exigible y ello en virtud del contrato de telefonía móvil suscrito 
entre las partes en fecha 26 de febrero de 2019 (documento 2 de la contestación), con un 
compromiso de permanencia de 24 meses, que no fue respetado por el , pues el 
mismo se dio de baja el 2 de julio de 2019, mediante solicitud de portabilidad a otro 
operador, como se desprende de las facturas aportadas (documento 3 de la contestación), 
dejando impagadas diversas facturas, tanto por consumos, como la relativa a la penalización 
por el incumplimiento de la permanecía (documento 5 de la contestación), que ascendían a 
393,45 euros, deuda que no ha sido negada por el demandado, pues si bien el mismo 
cuestiona su importe, negando por tanto que la misma sea liquida y cierta, alegando un error 
de facturación, lo cierto es que el mismo reconoce adeudar cantidades en virtud de dicho 
contrato, pues así lo reconoce en su escrito remitido a la Oficina Municipal de Atención al 
Consumidor de Castellón (documento 7 de la demanda), sin que baste la mera alegación 

 
 
 
 
 
 
 
 

  



 
 

genérica de errores en la facturación o falta de acuerdo en cuanto a los conceptos facturados, 
pues ninguna prueba se aporta al respecto más allá de las discrepancias mostradas, no 
constando por otro lado impugnadas las referidas facturas por la parte actora, por lo que 
hacen plena prueba de su contenido conforme a lo establecido en el artículo 326 de la LEC, 
sin que conste por otro lado que se trate de un crédito litigioso, al no constar acreditado que 
existiera previamente sobre el mismo procedimiento judicial, administrativo o arbitral, como 
exige la jurisprudencia, ni que se haya opuesto de modo justificado a su pago, alegando 
motivos razonables para ello o aportando un principio de pago que cuestione el carácter 
debido de la deuda, constando por otro lado que la misma sigue pendiente de pago en la 
actualidad. 

Por lo que respecta a la falta de conocimiento de la deuda alegada por el  
hasta que le fue denegada la financiación con las entidades bancarias a finales de 2020, la 
misma no puede admitirse, toda vez que como ya se ha puesto de manifiesto en párrafos 
anteriores, el  presentó una reclamación frente a YOIGO en la Oficina Municipal de 
Atención al Consumidor de Castellón en fecha 9/11/2020, en la que admite haberse 
cambiado unilateralmente de compañía, y conocer la existencia e importe de la deuda al 
admitir textualmente que en febrero de 2019 he contratado la línea móvil con YOIGO y 
también he adquirido un terminal móvil Samsumg y la compañía YOIGO me han 
comprometido un precio y en la factura me llegó otro precio, he llamado para que me lo 
solucionen y no me han solucionado nada. Y me cambie de compañía y me reclaman 392 
euros de penalización y me han metido en la lista negra (…) me comprometo a pagar la 
parte del terminal, pero no la penalización, el importe del terminal era de entre 70 y 75 
euros. 

Consta asimismo la respuesta emitida por YOIGO en fecha 16/11/2020, en la que se 
le explica el origen de la deuda y a que conceptos obedece (documento 8 de la contestacion), 
por lo que no puede ahora el demandante alegar su desconocimiento. 

 

CUARTO.- Por lo que respecta a la cuestión controvertida relativa a la 
comunicación y requerimiento previo sobre la posibilidad de ser incluido en un fichero de 
incumplimiento de obligaciones dinerarias, de la prueba desplegada se desprende que el  

 fue informado de la posibilidad de ser incluido en dichos ficheros, en caso de impago 
de las deudas que mantuviese con YOIGO, en primer lugar al contratar con la demandada. 
Así consta en el contrato de telefonía suscrito de 2 de febrero de 2019, concretamente en la 
cláusula 10.5 de las condiciones generales, incorporadas al mismo, donde textualmente dice: 
Asimismo, el Cliente acepta que, en caso de no atender puntualmente sus obligaciones 
económicas frente a YOIGO, de acuerdo con lo previsto en el contrato, YOIGO podrá 
comunicar sus datos identificativos, junto con todos los relativos a la deuda pendiente de 
pago, a entidades dedicadas a la prestación de servicios de información sobre solvencia 
patrimonial y crédito, todo ello de conformidad con lo establecido en la legislación vigente. 

 

Por lo que respecta al requerimiento de pago de fecha 19 de agosto de 2019 y 
enviado por la empresa MAILING DIFUSION 7, S.L.U., que se ha aportado al 
procedimiento por dicha mercantil en contestación al oficio remitido, en fecha 28 de 
noviembre de 2021, en el tercer párrafo del mismo consta expresamente que: La presente 
tiene carácter de requerimiento de pago a los posibles efectos de la inclusión de tus datos en 
los ficheros de solvencia patrimonial y crédito (ficheros de ASNEF y BADEXCUG) según el 
Real Decreto 1720/2007 de 21 de diciembre. El actor niega haber recibido dicha 

 
 
 
 
 
 
 
 

  



 
 

comunicación y por tanto niega haber sido requerido de pago fehacientemente con carácter 
previo a la inclusión de sus datos en el fichero. Al respecto deben hacerse las siguientes 
consideraciones. De la documental aportada por la demandada así como del oficio remitido, 
se desprende que MAILING si procedió a remitir en fecha 20 de agosto de 2019 la referida 
comunicación al , depositando la misma junto con otras mas de la misma remesa en 
Correos, sin embargo es cierto que la misma se remitió por correo ordinario y como 
reconoce la propia mercantil, a pesar de no constar con acuse de recibo, lo cierto es que la 
misma tampoco ha sido devuelva por Correos, entendiendo por ello que fue debidamente 
notificada. 

El demandante se opone, negando haber recibido dicha comunicación, 
entiendo por tanto que no se cumple el requisito exigido por la Jurisprudencia para la 
inclusión en los ficheros, negando haber recibido la referida comunicación, y por tanto haber 
sido requerido de pago y advertido de la posible inclusión de sus datos en los registros 
correspondientes, sin embargo consta que conocía la existencia de la deuda, por la 
reclamación efectuada ante Consumo en noviembre de 2020 y su inclusión en dicho registro, 
al que se refirió coloquialmente al manifestar que le han metido en la lista negra. 

 

QUINTO.- Debe tenerse en cuenta que la LOPD de 1999 y su reglamento, de 
2007, fueron derogados por la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de 
Datos Personales y garantía de los derechos digitales; vigente cuando se produjo la inclusión 
del demandante en el fichero ASNEF, y al respecto la nueva normativa (art. 20) únicamente 
exige que el acreedor haya informado al afectado acerca de la posibilidad de inclusión en los 
ficheros de morosos, alternativamente, en el contrato o en el momento de requerir el pago. 

Así la jurisprudencia más reciente, concretamente la SAP de Asturias, sección 
7ª, de 13 de enero de 2021: La LO 3/18 ya no exige el cumplimiento tanto de información de 
la posibilidad de inclusión de datos en los ficheros en el momento de la contratación, como 
del requerimiento previo a tal inclusión, al utilizar la conjunción disyuntiva “O ”,  
pudiéndose optar entre ambas posibilidades. Y siendo esto así, resulta incompatible con 
aquella la exigencia de sendos requisitos establecidos en los arts. 38 y 39 establecida en los 
arts. 38 y 39 del Reglamento 1720/07, que habría quedado derogados. Le asiste la razón a 
la parte apelante en que habiéndose introducido los datos del demandante en el fichero 
BADEXCUG el 5 de Mayo de 2.019, resulta de aplicación lo dispuesto en el art. 20 de la LO 
3/2018, de tal modo que, a tenor de lo dispuesto en su apartado c), a los efectos de cumplir 
con el requisito de advertir al afectado del contrato por el contrato de su inclusión en los 
ficheros de morosos, basta con haberle informado en el contrato, sin necesidad de realizar 
también tal advertencia con carácter previo al ser requerido de pago, y desde ésta 
perspectiva cobra especial trascendencia el que el demandante haya tenido acceso y 
posibilidad de conocer las condiciones generales del contrato de préstamo del que derivó la 
inclusión de sus datos en el fichero BADEXCUG. 

 

Es por ello que, podemos concluir que en el presente caso la demandada 
cumplió con los requisitos establecidos en el artículo 20 de la referida Ley, pues la deuda 
reclamada era cierta, vencida y exigible; no constando que el actor hubiera interpuesto 
reclamación administrativa, arbitral o judicial alguna en relación a su existencia o cuantía, 
con carácter previo a la comunicación al fichero ASNEF (que se produjo el día 16/09/2019 
como vino a reconocer la mercantil EQUIFAX IBERICA en su oficio), pues la única 
reclamación que presentó el actor, ante el organismo de consumo lo fue posteriormente, el 

 
 
 
 
 
 
 
 

  



 
 

9/11/2020; no han transcurrido cinco años desde la fecha de vencimiento de la obligación 
dineraria, y por último el actor conocía la posibilidad de ser incluido en este tipo de ficheros 
en caso de impago de las deudas contraídas con YOIGO, pues así se le informó en el 
momento inicial al suscribir el contrato y posteriormente, conforme se ha expuesto en 
fundamentos anteriores, por lo que no puede hablarse pues de intromisión ilegítima en el 
derecho al honor, por cuanto la inclusión en los mismos se llevó a cabo cumpliendo las 
exigencias legales. 

 

A la vista de los datos expuestos, y puestos en relación con la prueba practicada, hay 
que concluir excluyendo la existencia de una intromisión ilegítima tipificada en la LO 
1/1982, lo que en definitiva nos lleva a desestimar la demanda. 

 

SEXTO.- En virtud de lo dispuesto como norma general en el párrafo primero del 
artículo 394 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, las costas de este procedimiento han de ser 
impuestas a la parte demandante, al resultar desestimada la demanda. 

 
 
 

Vistos los preceptos legales citados, y los demás de general y pertinente 
 

aplicación. 
 
 
 
 
 
 

FALLO 
 
 

DESESTIMO la demanda interpuesta por , representada por el 
Procurador , contra XFERA MOVILES, S.A.U. (YOIGO), 
representada por el Procurador , con intervención de Ministerio 
Fiscal, y en consecuencia, 

 
 

1.- ABSUELVO a XFERA MOVILES, S.A.U. (YOIGO), de todo lo que se 
pretendía frente a la misma en la demanda, 

 

2.- CONDENO a , al pago de las costas derivadas del presente 
procedimiento. 

 

Contra esta Sentencia cabe interponer Recurso de Apelación para ante la Ilma. 
Audiencia Provincial de Castellón, que deberá interponerse por escrito presentado en este 
Juzgado, en el plazo de veinte días siguientes a su notificación. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

  



 
 

Así, por esta mi Sentencia, de la que se expedirá testimonio literal para su 
 

unión a los autos de su razón, lo pronuncio, mando y firmo. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

PUBLICACIÓN: La sentencia que antecede ha sido dictada, leída y publicada por 
 

la Juez que la suscribe, en acto de Audiencia Pública celebrado en el mismo día de su fecha. 
 

Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

  






